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COMUNICACIÓN DE ACUERDO 

SCI- 175-2009
02 de abril del 2009

	A:
	MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector 

	
	Lic. Elías Calderón Ortega, Director Asamblea Institucional Representativa

	
	

	DE:
	Sr. Víctor Estrada Fernández, Presidente Interino
Consejo Institucional 

	
	

	ASUNTO:
	Sesión Ordinaria No. 2602, Artículo 8, del 02 de abril del 2009.  Acciones tomadas en respuesta a la “Relación de hechos por presunta falta de atención para ordenar acciones tendientes a  poner en práctica recomendaciones giradas por la Auditoría Interna, según memorando AUDI/F-023-2004 del 22 de octubre del 2004”, referida al MSc. Eugenio Trejos Benavides, en su condición de Rector del Instituto Tecnológico de Costa Rica.




Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO:

I. Respecto a la “Relación de hechos” y su contexto

1. El 22 de octubre del 2004, la Auditoría Interna del ITCR remitió al Consejo Institucional el Informe de Auditoría AUDI/F-023-2004, denominado “Informe sobre denuncias presentadas  ante el Ministerio Público por parte del ITCR”.

2. El 19 de noviembre del 2008, mediante oficio AUDI-304-2008 dirigido al Dr. Dagoberto Arias Aguilar, Presidente a.i. del Consejo Institucional, el Lic. Isidro Álvarez Salazar, Auditor Interno, puso en conocimiento de este órgano colegiado la “Relación de hechos por presunta falta de atención para ordenar acciones tendientes a  poner en práctica recomendaciones giradas por la Auditoría Interna, según memorando AUDI/F-023-2004 del 22 de octubre del 2004” “Relación de hechos” referida al MSc. Eugenio Trejos Benavides, en su condición de Rector del Instituto Tecnológico de Costa Rica.

3. Conforme a lo indicado por la Auditoría Interna, esta relación de hechos referente al M.Sc Eugenio Trejos Benavides, se realizó por dos motivos principales:

i. En el Plan de Trabajo de la Auditoría Interna correspondiente al 2008 está contemplado el seguimiento a las recomendaciones emitidas por esa dependencia institucional como una actividad de carácter permanente.
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ii. Por solicitud de la Comisión de Planificación y Administración del Consejo Institucional, la cual  mediante memorando  SCI-719-2008, del  17  de  octubre  
del  2008,  solicitó a la Auditoría Interna evaluar el cumplimiento de las recomendaciones emitidas en el Informe de Auditoría AUDI/F-023-2004, del 22 de octubre del 2004, denominado “Informe sobre denuncias presentadas  ante el Ministerio Público por parte del Instituto Tecnológico de Costa Rica”.

4. La Auditoría Interna señala que con fundamento en la evidencia obtenida y que se aporta a la presente relación de hechos,  se logró determinar que el MSc Eugenio Trejos Benavides, quien para la fecha de los hechos fungía como Rector del ITCR, el 25 de octubre del 2004, recibió el informe de Auditoría AUDI-F-023-2004, del 22 de octubre del 2004, que “contiene recomendaciones para mejorar el sistema de control interno relativo a las rutinas y procedimientos necesarios para la presentación, control y seguimiento de las denuncias que se tramiten ante los distintos juzgados del país y no giró instrucciones para la implementación de dichas recomendaciones, ni soluciones alternas que le permitieran subsanar las deficiencias encontradas en los plazos establecidos según la Ley General de Control Interno.

5. En el 2004, la Auditoría Interna emitió el informe de Auditoría AUDI-F-023-2004, que contiene las siguientes recomendaciones:

Recomendaciones: Considerando la importancia que reviste para el Instituto Tecnológico de Costa Rica, el adecuado trámite de las denuncias que deban establecerse ante los distintos juzgados, es conveniente reforzar con algunos procedimientos administrativos el sistema de control interno.  En este sentido, se recomienda al M.Sc. Eugenio Trejos B., Rector, instruir a la Dirección de la Asesoría Legal para que atienda las siguientes recomendaciones: 

4.1.	Establecer por escrito las rutinas y procedimientos necesarios para la  presentación, control y seguimiento de las denuncias que se tramiten ante los distintos juzgados del país. Estos procedimientos, al menos en lo que respecta a la forma en que deben tramitarse las denuncias, bien sea ante la Oficina de la Asesoría Legal o en el mismo Juzgado;  en lo pertinente; deben ser divulgados en la comunidad institucional a efecto de que cuando sea necesaria alguna denuncia, el trámite se realice como corresponde. Lo anterior  además de servir como instructivo para la formulación y seguimiento de las denuncias, dará cumplimiento a las normas 4.5 y 4.8 del Manual de Normas Generales de Control Interno para la  Contraloría General de la República y las Entidades y Órganos sujetos a su fiscalización indicadas en el apartado de resultados del presente informe.
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4.2.	Entre otros requisitos mínimos de control, se debe considerar como una sana práctica administrativa el asignar una numeración consecutiva los  documentos que va generando cada denuncia, según el orden cronológico de recepción, así como agregar a cada expediente una bitácora que evidencie, el seguimiento que ha dado el abogado representante del ITCR,  asignado a cada caso.  En este orden, se debe establecer algún control, para que cada vez que un funcionario abogado de la Asesoría Legal,  por cualquier razón cese en su cargo, le transfiera en forma ordenada a su sucesor los  expedientes respectivos y se realicen con oportunidad, las gestiones de representación  pertinentes ante el Juzgado que corresponda.

4.3.	Informar a la Auditoría Interna sobre las acciones tomadas para dar cumplimiento a las anteriores recomendaciones.

6. Entre los aspectos más recientes citados por la Auditoría Interna en su informe en relación con este caso están los siguientes:

i. El Consejo Institucional en la sesión 2549, Artículo 13, del 13 de mayo del 2008, tomó el acuerdo que dispone:  

“Solicitar al señor Rector, que a más tardar el 30 de abril del 2008, informe detalladamente sobre las demandas que ha enfrentado y que ha interpuesto el ITCR, durante los últimos seis años y los últimos tres meses del 2008 (2002, 2003, 2004, 2005, 2006, 2007 y 2008); especificando el tipo de demanda (contencioso administrativa, laboral, civil, penal, constitucional, ejecuciones de sentencia por gestiones de índole jurisdiccional), el lapso del proceso, el monto inicial y el monto final de los extremos que se acuerden por parte del juzgador, así como su estado actual a la fecha del informe.”

ii. En el memorando AL-192-08, del Lic. Carlos Segnini Villalobos, Director de la Asesoría Legal comunica al M.Sc. Eugenio Trejos Benavides en calidad de Presidente del Consejo Institucional que el informe solicitado por el Consejo Institucional fue encargado  por adjudicación  al Bufete de la Licda. Vanesa de Paúl Castro Mora. 

iii. La contratación de la Licda. Castro Mora se justifica por parte de la Asesoría Legal, según memorando AL-192-08, del 29 de abril del 2008, en que no hubo posibilidad de contratar en forma gratuita a estudiantes egresados de la Carrera de Derecho de la UCR y en la Universidad Hispanoamericana por falta de estudiantes disponibles, por lo que se procedió a una contratación directa.
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iv. Con cheque No.273448-5, del 25 de julio del 2008, se le pagó a la Licda. Vanesa de Paúl Castro Mora, la suma de ¢2.250.000,00, para atender, entre otros, los requerimientos del Consejo Institucional, en cuanto a la atención del acuerdo de la Sesión 2549, Art. 13. 

v. Los rubros a cancelar con dicho cheque son los siguientes: Factura No. 269, del 02 de julio del 2008. Servicios jurídicos para la preparación de informe de demandas que ha enfrentado el ITCR durante los últimos seis años y los últimos tres meses del 2008.  Monto de la Factura ¢750.000,00 Factura No.268, del 02- de julio del 2008. Servicios profesionales para la elaboración de todos los documentos de notariado. Monto de la Factura ¢1.500.000,00.

7. Producto del estudio realizado para formular esta “Relación de hechos”, la Auditoría Interna concluye que el MSc. Eugenio Trejos Benavides, presuntamente incumplió con la responsabilidad de ordenar acciones necesarias para poner en práctica las recomendaciones emitidas en el Informe AUDI-F-023-2004, del 22 de octubre del 2004, o en su defecto de proponer medidas correctivas alternas para mejorar el sistema de control interno relativo al control de denuncias ante el Ministerio Público,  lo que ocasionó un gasto de ¢750.000.00, por parte del Instituto Tecnológico de Costa Rica, con cargo al presupuesto del año 2008, debido a la necesidad de realizar una contratación para atender el acuerdo del Consejo Institucional, de la sesión 2549, Artículo 13, del 13 de marzo del 2008, siendo que ésta, debía ser una actividad ordinaria de la Institución.

Dicha contratación se torna innecesaria pues si se hubiera atendido oportunamente las recomendaciones giradas por la Auditoría Interna, no hubiera hecho falta contratar a una persona para que realizara el estudio mencionado.

8. La evidencia de la falta de atención a las recomendaciones se fundamenta en la inexistencia de controles apropiados para determinar el estado de las denuncias por parte de la Asesoría Legal.

9. Conforme a la tesis de la Auditoría Interna, de esta "Relación de hechos" se concluye que “existen indicios claros y precisos, que acreditan la responsabilidad del MSc. Eugenio Trejos Benavides”, los cuales procede a detallar.

Entre los indicios señalados por la Auditoría Interna, esta dependencia institucional menciona que desde el año 2004, se le recomendó a la Rectoría girar instrucciones a la Asesoría Legal para corregir las debilidades comunicadas en  el 
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informe de Auditoría referido, el cual fue recibido según consta en el sello de la copia del informe respectivo, el día 25 de octubre del 2004.

Posteriormente, la Auditoría Interna menciona que el 07 de marzo del 2005, mediante memorando AUDI-SR-008-2005, con el respectivo recibido conforme por parte de la Rectoría, el 11 de marzo del 2005, la Auditoría Interna le solicitó al M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, verificar si se giraron las instrucciones necesarias para la atención de las recomendaciones emitidas en varios Informes de Auditoría del año 2004, entre ellos, el Informe AUDI-023-2004, del 22 de octubre del 2004.  

Sin embargo, la Auditoría Interna no recibió respuesta a los memorandos AUDI-274-2004 con el cual se remitió el Informe de Auditoría AUDI-F-023-2004, ni tampoco de los memorandos AUDI-SR-008-2005 y AUDI-172-2005, ni tuvo conocimiento de acciones correctivas implementadas por la Rectoría o la Asesoría Legal, para la puesta en marcha de las recomendaciones emitidas en el memorando AUDI-F-023-2004.

10. En esta "Relación de hechos", la Auditoría Interna incluye un conjunto de “Consideraciones fáctico jurídicas” dentro de las cuales menciona las siguientes:

a. Respecto a la “Ley General de Control Interno”: Indica las disposiciones referidas a los trámites por seguir y a las responsabilidades del Jerarca y titulares subordinados, en la atención de las recomendaciones de la Auditoría Interna, entre las que se encuentran las siguientes:

i. “Artículo 12.—Deberes del jerarca y de los titulares subordinados en el sistema de control interno. 
En materia de control interno, al jerarca y los titulares subordinados les corresponderá cumplir, entre otros, los siguientes deberes:

a)	…
b)	Tomar de inmediato las medidas correctivas, ante cualquier evidencia de desviaciones o irregularidades.
c)	Analizar e implantar, de inmediato, las observaciones, recomendaciones y  disposiciones  formuladas por la auditoría 
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interna, la Contraloría General de la República, la auditoría externa y las demás instituciones de control y fiscalización que correspondan. 
d)	…

ii. Artículo 36.—Informes dirigidos a los titulares subordinados.

iii. Artículo 39.—Causales de responsabilidad administrativa. 

iv. Artículo 43.—Prescripción de la responsabilidad administrativa. 

b. Respecto al Estatuto Orgánico del ITCR, señala las disposiciones relativas a las competencias de la Asamblea Institucional Representativa y el Consejo Institucional, en particular los siguientes:

i. Artículo 11. Corresponden a la Asamblea Institucional Representativa las siguientes funciones:
…
e. Conocer otros asuntos que le sometan el Consejo Institucional, el Rector, o sus miembros, según el reglamento respectivo.”

ii. Artículo 18. Son funciones del Consejo Institucional: 
…
p. Someter a consulta de la Asamblea Institucional los asuntos que estime necesarios

II. Respecto a la advertencia y la solicitud dirigida por la Auditoría Interna al Consejo Institucional 

11. En la parte correspondiente a las conclusiones, se indica lo siguiente:

a. La Auditoría Interna informa al Consejo Institucional que esta “Relación de hechos” se tramita con el propósito de que el Consejo Institucional ordene oportunamente el inicio del procedimiento administrativo que corresponda, o traslade el caso a la instancia institucional con competencia para ello.

b. La Auditoría Interna advierte al Consejo Institucional que debe cuidar los plazos de prescripción aplicables y garantizar los principios del debido proceso y de defensa pertinentes, en el proceso conducente a determinar la verdad real de los hechos.
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c. La Auditoría Interna solicita al Consejo Institucional aplicar, en caso de corresponder, las sanciones administrativas y disciplinarias previstas en el régimen jurídico vigente y se dé inicio a las acciones civiles necesarias para resarcir los daños y perjuicios causados a la administración, todo de conformidad con la normativa legal y reglamentaria aplicable en estos casos.

III. Respecto a la normativa legal aplicable al análisis de este caso

12. El 11 de febrero de 2009 la Licda. Maureen Reid Vargas, Asesora Legal Consejo Institucional, mediante oficio SCI-020-2009 remite su “Pronunciamiento sobre relación de hechos, por presunta falta de atención para ordenar acciones tendientes a poner en práctica recomendaciones giradas por la Auditoría Interna, según informe AUDI/-023-2004, contra el rector Eugenio Trejos Benavides” documento en el cual hace referencia a una serie de aspectos de naturaleza que en su opinión cabe tener en cuenta por parte del Consejo Institucional al resolver este caso, los cuales se resumen a continuación.

13. Conforme al pronunciamiento vinculante de la Contraloría General de la República comunicado mediante el oficio DAGJ-0925-2008 del 10 de julio de 2008, la atención del presente asunto es competencia específica del Consejo Institucional, pues el ente Contralor le asigna a este órgano institucional la responsabilidad de velar de manera efectiva por el resguardo de la Hacienda Pública, al señalar:

“…El Consejo Institucional actúa como órgano de alzada del Rector en materia de presupuesto y de contratación administrativa (artículo 18 incisos b), g), h) y artículo 11 inciso f )…Así las cosas, el Rector como titular subordinado en los términos de la Ley General de Control Interno, se encuentra sujeto al cumplimiento de los deberes que conllevan el establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno . Y en atención a ello, debe rendir cuentas por el cumplimiento de los objetivos y obligaciones consagrados en dicha ley ante las autoridades superiores mencionadas…Así el Consejo Institucional es superior del Rector para efectos de la Ley General de Control Interno…”

14. Como principal fundamento legal de la presente gestión, es importante hacer referencia a las siguientes disposiciones de la Ley General de Control Interno:
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· Artículo 8.- “… Para efectos de esta Ley, se entenderá por sistema de control interno la serie de acciones ejecutadas por la administración activa, diseñadas para proporcionar seguridad en la consecución de los siguientes objetivos: 

a. Proteger y conservar el patrimonio público contra cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido, irregularidad o acto ilegal.
b. Exigir confiabilidad y oportunidad de la información.
c. Garantizar eficiencia y eficacia de las operaciones. 
d. Cumplir  con el ordenamiento jurídico y técnico.

· Artículo 12: Referido a los deberes del jerarca y de los titulares subordinados con respecto a la ley de cita, consistentes en acatar las recomendaciones emitidas por la Auditoría  Interna, así como la toma de medidas correctivas ante situaciones desviadas.

· Artículo 36: Establece el plazo y trámites que se le deben dar a las  recomendaciones giradas por la Auditoría  Interna.

· Artículo 39: señala todo lo relativo a la responsabilidad administrativa y sus respectivas sanciones.

· Artículo 43: que señala los plazos de prescripción propios de este tipo de procesos. 

15. También debe tomarse como soporte legal la normativa institucional establecida por el Estatuto Orgánico del ITCR en lo se refiere a lo siguiente:

· Articulo11: Relacionado con el rol de  la Asamblea Institucional  Representativa superior jerarca disciplinario del Rector en primera instancia.

· Artículo 18: Referido al Consejo Institucional y la Asamblea Institucional, como jerarcas superiores de la Institución, específicamente en la facultad que tiene el Consejo Institucional de trasladar asuntos ante su superior inmediato, la Asamblea Institucional, para su respectiva resolución.

16. Para la atención del presente asunto también es importante hacer referencia al oficio DAGJ-0925-2008 del 10 de julio de 2008 de la Contraloría General de la República, órgano institucional le corresponde velar de manera efectiva por el resguardo de la Hacienda Pública, el cual mediante criterio vinculante al interpretar la normativa interna del ITCR  estableció lo siguiente:
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i. …el Rector debe rendir cuentas ante la Asamblea Institucional y el Consejo Institucional en lo de su competencia; en ambos casos, dichos órganos se constituyen en superiores del Rector.  Ello tiene particular relevancia de  frente a la aplicación de la Ley General de Control Interno, cuando ésta refiere su ámbito de acción en el jerarca y los titulares subordinados… 

ii. …Uno de los pilares para la aplicación de la Ley General de Control Interno es el principio de rendición de cuentas. De acuerdo con ello corresponde al jerarca y titulares subordinados de la administración activa el acatamiento de los deberes para establecer, mantener, conservar y evaluar el sistema de control interno; así como dar cuentas por el cumplimiento de sus deberes…

iii. …el Rector, como titular subordinado en la organización interna del Instituto Tecnológico, debe rendir cuentas por el cumplimiento de sus deberes en el sistema de control interno…”

17. En vista de que el Consejo Institucional carece de autoridad disciplinaria sobre el recto, cuando este órgano colegiado reciba una “relaciones de hechos” de parte de la Auditoría Interna u bien una denuncia por parte de algún otro ciudadano o administrado en asuntos de involucren la toma de decisiones sobre el Rector en materia disciplinaria, la acción del Consejo Institucional en un primer momento se reduce a trasladar la citada gestión ante la Asamblea Institucional Representativa, que es órgano que detenta la potestad disciplinaria en primera instancia sobre el Rector, la cual debe valorar la procedencia de trasladar el expediente y la causa ante la Asamblea Institucional Plebiscitaria, para que proceda tal a tomar una resolución definitiva según lo establece el Estatuto Orgánico.

18. Cabe señalar que al Consejo Institucional, en su condición de superior del Rector en materia de control interno, le corresponde mantener un rol muy activo en todas las etapas  del proceso excepto en la materia disciplinaria.

Sin embargo, conforme a las manifestaciones del ente Contralor antes citadas, a la Asamblea Institucional, por su condición de jerarca máximo en la materia disciplinaria, es el órgano competente para tomar decisiones definitivas en este sentido.

19. El artículo 102 de Ley General de la Administración Pública dispone:

“…El superior jerárquico tendrá las siguientes potestades:
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a) Dar órdenes particulares, instrucciones o circulares sobre el modo de ejercicio  de   las  funciones  por   parte  del   inferior, tanto  en  aspectos   de oportunidad y conveniencia como de legalidad, sin otras restricciones que las que se establezcan expresamente;

b) Vigilar la acción del inferior para constatar su legalidad y conveniencia, y utilizar todos los medios necesarios o útiles para ese fin que no estén jurídicamente prohibidos;

c) Ejercer la potestad disciplinaria;

d) Adoptar las medidas necesarias para ajustar la conducta del inferior a la ley y a la buena administración, revocándola, anulándola o reformándola de oficio, o en virtud de recurso administrativo;

e) Delegar sus funciones y avocar las del inmediato inferior, así como sustituirlo en casos de inercia culpable, o subrogarse a él ocupando temporalmente su plaza mientras no regrese o no sea nombrado un nuevo titular, todo dentro de los límites y condiciones señalados por esta ley; 

f) Resolver los conflictos de competencia o de cualquier otra índole que se produzcan entre órganos inferiores…”

20. En vista de su condición de superior jerárquico del Rector en materia de control interno, las potestades que le otorga el artículo 102 de Ley General de la Administración Pública al Consejo Institucional, se traducen en un poder-deber para este órgano colegiado, en las etapas subsiguientes de aquellos casos donde se determinen responsabilidades de cualquier tipo en contra de (1) el presupuesto, (2) la contratación administrativa y (3) el control interno

21. Esta responsabilidad del Consejo Institucional es tanto más relevante si se toma en cuenta que este órgano cuenta con mecanismos ágiles de convocatoria y una plataforma administrativa que facilita  su pleno desempeño, lo que permite concluir que cuando el Consejo Institucional, somete causas del Rector ante la Asamblea Institucional  en sus dos instancias, el curso del proceso se divide en dos vertientes:

1. LA PRIMERA tiene como fundamento legal el Artículo 60 de la Ley General de la Administración Pública que establece: 
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1. 	La competencia se limitará por razón del territorio, del tiempo, de la materia y del grado.

2.	Se limitará también por la naturaleza de la función que corresponda a un órgano dentro del procedimiento en que participa…”.

En este sentido conviene tener en cuenta los artículos 5 y 8 del Estatuto Orgánico  los cuales señalan “…La máxima autoridad del Instituto Tecnológico 

de Costa Rica es la Asamblea Institucional, la cual funciona en dos instancias: la    Asamblea   Institucional     Plebiscitaria   y    la     Asamblea     Institucional 
Representativa…”, y que “…Corresponde a la Asamblea Institucional Plebiscitaria …b. Elegir al Rector…”.

Por tanto, si se aplica la máxima jurídica de que “…Quien nombra remueve y  a la vez disciplina…”, se puede concluir que si en una etapa procesal se estima que existe responsabilidad en el Rector, la actuación de la Asamblea Institucional se agota en la realización del proceso disciplinario y la sanción por parte del órgano competente, en este caso la Asamblea Institucional Plebiscitaria, si se encuentra mérito para ello, previa observancia del debido proceso legal.

Sin embargo, si de producto de la actuación realizada por al Asamblea Institucional se derivan supuestos de responsabilidad comprobada por parte del Rector que guarden relación con materias de competencia exclusiva del Consejo Institucional como jerarca máximo de las materias señaladas, la Asamblea deberá poner en conocimiento del Consejo Institucional los extremos que estén directamente relacionados con la competencia específica del órgano (presupuesto, la contratación administrativa y control interno), para que este órgano colegiado vele por el respectivo trámite y ejecución, por ser materia específica de su campo, aunado a la obligación que tiene el Consejo Institucional de actuar como corresponde, frente a delitos de acción pública en perjuicio de las arcas estatales. 

2. LA SEGUNDA se relaciona con el respeto de las competencias:

En este sentido cabe señalar que la Asamblea Institucional es la autoridad competente en materia disciplinaria sobre el Rector.  

Sin embargo, en materia de contratación administrativa, presupuestaria y control interno la máxima autoridad es el Consejo Institucional.
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El fundamento legal de este razonamiento se encuentra en:
a. El artículo 11 de la Constitución política el cual dice:

Artículo 11.
 “…Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para  exigirles  la   responsabilidad   penal   de  sus  actos  es  pública. La 
Administración Pública en sentido amplio, estará sometida a un procedimiento de evaluación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. La ley señalará los medios para que este control de resultados y rendición de cuentas opere como un sistema que cubra todas las instituciones públicas”.

b. El Artículo 60 de la Ley General de la Administración Pública que establece: 

1. 	La competencia se limitará por razón del territorio, del tiempo, de la materia y del grado.

2.	Se limitará también por la naturaleza de la función que corresponda a un órgano dentro del procedimiento en que participa…”.

Por tanto, cualquier invasión de competencia de uno u otro órgano, conllevaría a la aplicación del citado numeral constitucional, por  violación al Principio de Legalidad, ya que si el Consejo Institucional le corresponde aprobar el presupuesto, tiene el deber de ejercer un control estricto y obligado del impacto económico negativo, de todos aquellos procesos que eventualmente pudieran tener consecuencias negativas por inobservancia a disposiciones de control interno o de orden patrimonial. 

22. El artículo 12 de la Ley Orgánica de la Contraloría  General de la República establece:

“…La Contraloría General de la República es el órgano rector del ordenamiento de control y fiscalización superiores, contemplado en esta ley. Las disposiciones, normas, políticas y directrices que ella dicte, dentro del ámbito de su competencia, son de acatamiento obligatorio y prevalecerán sobre cualesquiera otras disposiciones de  los  sujetos  pasivos  que  se le opongan. La  Contraloría  General de la República
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dictará, también, las instrucciones y órdenes dirigidas a los sujetos pasivos, que resulten necesarias para el cabal ejercicio de sus funciones de control y fiscalización…”, 

IV. Respecto a los cursos de acción legal a los cuales puede legítimamente acudir el Consejo Institucional para resolver este asunto:

23. En lo que respecta a los cursos de acción legal a los cuales puede acudir el Consejo Institucional para  resolver  este asunto  conviene  hacer  referencia a los 
criterios dictados por la Procuraduría General de la República números C - 050 - 92 del 16 de marzo de 1992, C-048-94 del 17 de marzo de 1994, C-137-96 del 23 de agosto de 1996, C-127-98 de 30 de junio de 1998, C-310-2000 de 18 de diciembre del 2000 y C-027-2001 del 8 de febrero de 2001, en los cuales resumidamente se señala:

i. Los funcionarios públicos, en el desempeño de las atribuciones asignadas, pueden incurrir en tres tipos básicos de responsabilidad, a saber: 
· PENAL (que se desprende de la ejecución de actos o hechos penalmente sancionables);
· CIVIL (que parte de la premisa de quien causa un daño a otro o a sus intereses debe repararlo junto con los perjuicios, razón por la que importa el resarcimiento de los daños y de los perjuicios provocados) 
· DISCIPLINARIA (Aquella que se atribuye a un funcionario público que en su relación de servicio con la Administración Pública, infringe con su conducta, activa o pasiva, una o más normas de carácter administrativo, provocando con su accionar doloso o culposo, una lesión al buen ejercicio del cargo o deber público al que se encuentra obligado). 

Estos tres tipos básicos de responsabilidad se pueden exigir conjunta o separadamente, y se podrían derivar de un mismo acto o hecho atribuible al funcionario. 

ii. El conjunto de principios constitucionales que existen en materia de debido proceso cubre, con las diferencias propias de cada régimen, todos los ámbitos de actividad sancionatoria, sea penal, civil, administrativa y disciplinaria" 
  
iii. Las construcciones modernas del principio de legalidad apuntan a la llamada  "vinculación positiva",  según la cual  "no  se  admite ningún poder 
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jurídico a favor de la Administración Pública, que no sea desarrollado de una atribución normativa precedente", es decir, aquella sólo puede hacer lo que está permitido expresamente. 

iv. Toda autoridad o institución pública lo es y solamente puede actuar en la medida en que se encuentre apoderada para hacerlo por el mismo ordenamiento, y normalmente a texto expreso –para las autoridades e instituciones  públicas   sólo  está  permitido  lo   que  esté  constitucional  y legalmente autorizado en forma expresa, y todo lo que no les esté autorizado les está vedado.

v. El procedimiento administrativo sancionatorio, consiste en el ejercicio efectivo de la potestad disciplinaria de la Administración Pública con relación a los funcionarios públicos. 

vi. El artículo 211 de la Ley General de la Administración Pública, en su inciso 1), señala que el servidor público estará sujeto a responsabilidad disciplinaria por sus acciones, actos o contratos opuestos al ordenamiento jurídico, cuando haya actuado con dolo o culpa grave, sin perjuicio del régimen disciplinario más grave previsto en otras leyes. La determinación de este proceso se realizará con respeto absoluto a la garantía del debido proceso, ya que al servidor público no se le podrá imponer sanción alguna, sin la formación de expediente, con amplitud de audiencia al servidor para que haga valer sus derechos y demuestre su inocencia.

vii. De previo a determinar la existencia de un crédito a favor de la Administración debe seguirse el procedimiento administrativo ordinario. … De tal suerte que sin importar la condición del sujeto pasivo, la utilización del procedimiento deviene en su requisito imprescindible para la Administración en las situaciones allí previstas. 

viii. Independientemente de que se puedan certificar posteriormente las sumas adeudadas a la Administración o que tenga que recurrirse a la vía ordinaria para plantear el correspondiente reclamo, debe anteceder el cumplimiento de un procedimiento ordinario administrativo que tendería a verificar la verdad real de la situación por la cual la Administración considera que se le adeudan dineros. 

ix. El artículo 111 de la Ley General de la Administración Pública define al servidor público como "la persona que presta servicios a la Administración o a nombre y por cuenta  de ésta, como parte de su organización, en virtud 
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de un acto válido y eficaz de investidura, con entera independencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva" y le fija, entre otras obligaciones, la de "desempeñar sus funciones de modo que satisfagan primordialmente el interés público, el cual será considerado como la expresión de los intereses individuales coincidentes de los administrados".

x. El artículo 115 de la misma Ley General de la Administración Pública señala que "el servidor público será un servidor de los administrados, en general, y en particular, de cada individuo o administrado que con él se relacione en virtud de la función que desempeña". 

xi. La recuperación administrativa deberá incluir los daños y perjuicios causados por la erogación respectiva (art. 203).Consecuentemente, la falta personal, en los términos del artículo 199 de la Ley General de la Administración Pública, es generadora de responsabilidad personal cuando esté revestida de dolo o culpa grave.

V. Respecto a la posibilidad de iniciar un procedimiento administrativo

24. El hecho de que la Administración Pública haya cancelado en parte o en su totalidad de las sumas relacionadas con las erogaciones realizadas en este caso, no es un obstáculo para un iniciar procedimiento administrativo contra los funcionarios involucrados.

25. En la eventualidad de que la Administración hubiese cancelado dichas sumas, es necesario seguir procedimiento administrativo ordinario para determinar la responsabilidad del servidor y el monto de lo adeudado.  Asimismo, la Administración debe realizar las intimaciones dispuestas por ley, para posteriormente certificar los rubros correspondientes. La certificación servirá como título ejecutivo, cobrable en vía administrativa o judicial.

26. Al Consejo Institucional no le compete entrar a analizar los posibles delitos que podrían aplicarse al MSc. Eugenio Trejos Benavides  expuestos por la Auditoría Interna en su relación de hechos, ya que realizar tal análisis corresponde de manera exclusiva a la Asamblea Institucional Representativa, autoridad a la que, conforme al Estatuto Orgánico, le compete ejercer la acción disciplinaria sobre el Rector y los miembros del Consejo Institucional.
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27. Dado que la normativa interna no detalla de manera precisa una gradación respecto a las posibles sanciones disciplinarias que pueden aplicarse al Rector, ya que esta solo prevé la separación del cargo producto de la responsabilidad disciplinaria que pudiera caberle al MSc. Trejos Benavides por su actuación en los hechos señalados por la Auditoría Interna, al Consejo Institucional le corresponde hacer la prevención a la Asamblea Institucional, en sus instancias Representativa y Plebiscitaria, respecto al deber de utilizar los mecanismos previstos en la ley  para tales efectos, a  efecto  de  mantener  un  ambiente  sano 

28. para impartir justicia administrativa, tomando como parámetro los artículos 41 y 42 de la Ley General de Control Interno, los cuales establecen:

· Artículo 41.—Sanciones administrativas. Según la gravedad, las faltas que señala esta Ley serán sancionadas así:

a)	Amonestación escrita.
b)	Amonestación escrita comunicada al colegio profesional respectivo, cuando corresponda.
c)	Suspensión, sin goce de salario, de ocho a quince días hábiles.  En el caso de dietas y estipendios de otro tipo, la suspensión se entenderá por número de sesiones y el funcionario no percibirá durante ese tiempo suma alguna por tales conceptos.
d)	Separación del cargo sin responsabilidad patronal.

· Artículo 42.—Competencia para declarar responsabilidades. Las sanciones previstas en esta Ley serán impuestas por el órgano que ostente la potestad disciplinaria en los entes y órganos sujetos a esta Ley, de acuerdo con la normativa que resulte aplicable.

VI. Respecto al “Deber de Denunciar” de la jerarquía institucional y de la Auditoría Interna   

29. En la doctrina del Derecho procesal existen procesos que requieren ser iniciados y continuados por una persona facultada para ello. Ejercer la acción en un proceso es iniciarlo, e instar a que se cumplan todas sus etapas hasta su culminación.

30. El fundamento de la acción pública es que se considera que la sociedad en su totalidad ha sido perjudicada por el delito cometido y el Estado asume entonces el papel de defensa de la sociedad.
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31. Los delitos de acción pública guardan relación estricta con el “Deber de Denunciar” de la jerarquía institucional, el cual se define como la “…obligación de todo servidor(a) de formular la denuncia correspondiente ante la autoridad competente, cuando en el ejercicio de su cargo tenga conocimiento de cualquier irregularidad en perjuicio de la Institución”.

32. En resolución R-CO-9-2008 del 19 de febrero de 2008, la Contraloría General de la República manifiesta:

“…4º—Que el artículo 35 de la Ley General de Control Interno señala que los informes de auditoría interna versarán sobre diversos asuntos de su competencia, así como sobre asuntos de los que pueden derivarse posibles responsabilidades para terceros, funcionarios y exfuncionarios de la institución, y  señala además, que   la   comunicación   oficial de resultados de 

esos informes se regirá por las directrices emitidas por la Contraloría General de la República.

5º—Que la norma 2.5.1.1 del Manual de Normas para el Ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público, Nº M-1-2004-CO-DDI, establece que los informes sobre los servicios de auditoría que tratan asuntos de los que pueden derivarse posibles responsabilidades se denominan relaciones de hechos, que contienen una recomendación sobre la apertura de un procedimiento administrativo, o denuncias penales dirigidas al Ministerio Público, que informan de la eventual comisión de un delito.

6º—Que las normas 205.05 y 505.02 del Manual de Normas Generales de Auditoría para el Sector Público, Nº M 2 2006 CO DFOE, señalan que la organización de auditoría debe establecer e implementar políticas sobre las formas de comunicación y el trámite de documentos escritos que origine el proceso de auditoría y que las relaciones de hechos y las denuncias penales se deben elaborar de conformidad con la normativa aplicable.

7°—Que el citado Manual de Normas Generales de Auditoría dispone que las relaciones de hechos y las denuncias penales deben tener un sustento suficiente, pertinente y competente que ayude a la búsqueda de la verdad real en un procedimiento administrativo o en un proceso penal, con el fin de acreditar los hechos ilícitos y los presuntos responsables de realizarlos (norma 504.02).
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8°—Que el Código Procesal Penal, en sus artículos 278 al 281, regula la facultad de denunciar delitos de acción pública ante el Ministerio Público, así como la forma y el contenido de las denuncias. Además, en el inciso a) del artículo 281 mencionado indica que los funcionarios públicos tienen la obligación de denunciar los delitos perseguibles de oficio que conozcan en el ejercicio de sus funciones, con algunas salvedades previstas en esa misma norma…”,  siendo que en lo que respecta a las relaciones de hechos la Procuraduría General de República ha manifestado en el criterio  C-213-2005  del 6 de junio de 2005  lo siguiente “…Asimismo, ha sido criterio reiterado de la  jurisprudencia  constitucional  que  los informes  realizados por  la Auditoría 

Interna constituyen una investigación preliminar, que conduce a un procedimiento administrativo, pero no a la adopción de actos sancionatorios… Conclusión…2.- Los estudios e informes que realiza la Auditoría Interna constituyen investigaciones preliminares”, resultando que la Sala Constitucional “… Ha puntualizado una serie de aspectos que es importante tomar en cuenta como son los siguientes:

· Es una fase preliminar que servirá como base para determinar si se abre o no un procedimiento ordinario administrativo y será en éste último en el que se le garantice el derecho de defensa.

El informe que brinde el órgano que realizó la investigación debe tenerse como un acto interno –preparatorio- del órgano que tiene que tomar la decisión de iniciar o no procedimiento.  Eso exige que éste último lo analice y realice un pronunciamiento…”

VII. Respecto a la “Declaratoria de confidencialidad” de las actuaciones expuestas en la “Relación de hechos” referida al MSc. Eugenio Trejos Benavides.

33. En cuanto a la confidencialidad de las actuaciones contenidas en la “Relación de hechos” remitida por la Auditoría Interna, es importante tener en cuenta la resolución de Sala Constitucional contenida en la Sentencia 2005-00756 de las 9:58 horas del 28 de enero de 2005, en la cual resumidamente se indica lo siguiente: 

“… El artículo 24 de la Constitución Política le garantiza a todas las personas una esfera de intimidad intangible para el resto de los sujetos de derecho, de tal forma que aquellos datos íntimos, sensibles o nominativos que un ente u órgano público  ha  recolectado, procesado  y almacenado, por  constar  en sus archivos, 
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registros y expedientes físicos o automatizados, no pueden ser accedidos por ninguna persona por suponer ello una intromisión o injerencia externa e inconstitucional… con el propósito de garantizar el acierto y éxito de la investigación y, ante todo, para respetar la presunción de inocencia, el honor y la intimidad de las personas involucradas.” 

34. En materia de control interno, la normativa que rige el tema de la confidencialidad para Relaciones de Hechos, la establecen los artículos 45 y 46 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Auditoría Interna, así como en el párrafo segundo del artículo 6 de la Ley General de Control Interno el cual señala que “…La información, documentación y otras evidencias de las investigaciones que efectúan las auditorías internas, la administración y la  Contraloría General, cuyos 

resultados puedan originar la apertura de un procedimiento administrativo, serán confidenciales durante la formulación del informe respectivo. Una vez notificado el informe correspondiente y hasta la resolución final del procedimiento administrativo, la información contenida en el expediente será calificada como información confidencial, excepto para las partes involucradas, las cuales tendrán libre acceso a  todos  los documentos y  las pruebas  que obren  en  el expediente administrativo…”,  disposiciones  que son de acatamiento obligatorio para toda la Administración Pública.

VIII. Algunos aspectos que es importante que la Asamblea Institucional y Consejo Institucional tomen en cuenta al tomar una resolución respecto a las actuaciones descritas en la “Relación de hechos” referida al MSc. Eugenio Trejos Benavides.

35. En el caso bajo análisis, es conveniente que las autoridades superiores del Instituto (Asamblea Institucional Representativa, Consejo Institucional y Rector) tomen en cuenta el pronunciamiento vinculante de la Contraloría General de la República (DAGJ-0925-2008 del 10 de julio de 2008), mediante el cual el ente Contralor les giró órdenes para que tales autoridades se avoquen a conducir los procesos que resulten necesarios para realizar las reformas de la normativa interna que permitan establecer mecanismos ágiles para el trámite y resolución de asuntos como el expuesto por la Auditoría Interna en la relación de hechos referida al Rector, cuando señala: 

“…Por otra parte en relación con la Asamblea Institucional Plebiscitaria no se enuncia expresamente en el Estatuto Orgánico si goza de potestades para aplicar sanciones diversas a la remoción contra el Rector. Tomando en consideración el principio de legalidad que rige la actuación administrativa pública, resulta necesario definir de forma  clara  el  régimen  de  responsabilidades  aplicable  así  como  los  llamados  a
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determinarlas y sancionarlas en cada caso. Por ello en el presente caso la aplicación del capítulo V de la Ley General de Control Interno, relacionado con responsabilidades y sanciones, depende de que las autoridades competentes del Instituto Tecnológico se avoquen a aclarar o modificar en la normativa que define el órgano con potestades sancionatorias hacia el Rector, ya sea por la vía de interpretación en los términos sugeridos por la Procuraduría General de la República o bien, acordar una modificación y ajuste de su actual normativa interna. Así entonces, corresponde tanto a la Asamblea Representativa como al Consejo Institucional, la interpretación y reformas al Estatuto Orgánico, de acuerdo con los artículos 11 inciso c), y 18 inciso c), de dicho cuerpo normativo. De forma paralela el Rector comparte responsabilidad en ello, al ser obligado colaborador del Consejo Institucional en la orientación del Instituto Tecnológico, según el artículo 26 incisos f), h), i) principalmente…”

36. En relación con este pronunciamiento vinculante de la Contraloría General de la República (DAGJ-0925-2008 del 10 de julio de 2008), cabe señalar que a esta fecha, ocho meses después de su emisión, aún no se han materializado las órdenes giradas por  el  ente  Contralor  a  las autoridades  superiores del Instituto 

(Asamblea Institucional Representativa, Consejo Institucional y Rector) para que “se avoquen a aclarar o modificar en la normativa que define el órgano con potestades sancionatorias hacia el Rector, ya sea por la vía de interpretación en los términos sugeridos por la Procuraduría General de la República o bien, acordar una modificación y ajuste de su actual normativa interna” 

Por tal motivo, resulta de especial importancia que jerarquía institucional tenga presente lo dispuesto por el artículo 12 de la  Ley Orgánica de la Contraloría  General de la República, el cual establece:

“…La Contraloría General de la República es el órgano rector del ordenamiento de control y fiscalización superiores, contemplado en esta ley. Las disposiciones, normas, políticas y directrices que ella dicte, dentro del ámbito de su competencia, son de acatamiento obligatorio y prevalecerán sobre cualesquiera otras disposiciones de los sujetos pasivos que se le opongan. La Contraloría General de la República dictará, también, las instrucciones y órdenes dirigidas a los sujetos pasivos, que resulten necesarias para el cabal ejercicio de sus funciones de control y fiscalización…”

37. Asimismo, es importante tener en cuenta el criterio no vinculante de la Procuraduría General de la República en contenido en el Dictamen C-114-2008 en el cual manifestó lo siguiente:
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“…Así las cosas, y en virtud de la autonomía universitaria de la que goza el ITCR, la cual incluye la posibilidad para distribuir las competencias en el ámbito interno –según quedó visto líneas atrás– esta Procuraduría General está imposibilitada para definir el órgano competente para aplicar sanciones de menor gravedad o las sanciones previstas en la Ley General de Control Interno –así como tampoco podemos determinar las actuaciones que se sancionan ni la sanción correspondiente, toda vez que ello es materia exclusiva del estatuto. 
 
En este sentido, es claro que le corresponderá al ITCR, en ejercicio de su autonomía, definir cuál es el órgano competente para aplicar las sanciones previstas en su estatuto orgánico o bien en otros cuerpos normativos que le resulten de plena aplicación –como es el caso de la Ley General de Control Interno-.”

 “Sin perjuicio de lo anterior, esta Procuraduría General se permite hacer un análisis de las normas del estatuto orgánico, con el objeto de sugerir, a partir de una  interpretación  de  las mismas, una posible solución a  la  consulta, sin que tal sugerencia resulte de acatamiento obligatorio para el ITCR, por las razones dichas.  Lo anterior, en tanto el ITCR no dicte una reglamentación expresa sobre la materia”…“A partir de lo expuesto, se concluye que efectivamente el ITCR está sujeto a la Ley General de Control Interno, en tanto institución que maneja fondos públicos, de tal suerte que las sanciones allí previstas le resultan plenamente aplicables. 
  
No obstante, partiendo de los alcances de la autonomía universitaria, se desprende con claridad que la determinación expresa del órgano competente a lo interno, para la aplicación de las sanciones previstas en dicha Ley –así como en otros cuerpos normativos-, es de resorte exclusivo del ITCR, y en consecuencia, a efecto de resolver la cuestión planteada debemos supeditarnos a lo expresamente regulado en su Estatuto Orgánico…”,  

38. Como consecuencia de las anteriores manifestaciones de la Procuraduría General de la República, es importante que las autoridades superiores del Instituto (Asamblea Institucional Representativa, Consejo Institucional y Rector) tengan presente lo dispuesto por el artículo 332 del Código Penal, el cual señala:

“Será reprimido con pena de inhabilitación de uno a cuatro años, el funcionario público que ilegalmente omita, rehúse hacer o retarde algún acto propio de su función. Igual pena se impondrá  al funcionario  público que ilícitamente  no se 
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abstenga, se inhiba o se excuse de realizar un trámite, asunto o procedimiento, cuando esté obligado a hacerlo”

Al respecto, cabe agregar que los alcances doctrinarios relacionados con esta disposición plantean:

“…Los tipos previstos protegen a la Administración Pública, preservando la regularidad de su funcionamiento y la legalidad de los actos administrativos, que pueden verse comprometidas por el acto arbitrario en el que el funcionario actúe más allá de su competencia, por la omisión de su actividad necesaria y aún por la injerencia ilegal de particulares en la esfera de competencia de la administración.”

IX. Respecto a las potestades y responsabilidades de la Auditoría Interna 

39. Con fundamento en las facultades que le otorga la Ley Orgánica de la Contraloría  General de la República, la Contraloría General de la República mediante resolución R-CO-9-2008 del 19 de Febrero del 2008, publicada en La Gaceta  51 del Miércoles 12 de marzo del  2008, dictó las “Directrices  sobre  la comunicación de relaciones de hechos y denuncias penales por las Auditorías Internas del sector público, D-1-2008-CO-DFOE”, mediante las cuales resumidamente estableció:

Considerando:
…
8°—Que el Código Procesal Penal, en sus artículos 278 al 281, regula la facultad de denunciar delitos de acción pública ante el Ministerio Público, así como la forma y el contenido de las denuncias. Además, en el inciso a) del artículo 281 mencionado indica que los funcionarios públicos tienen la obligación de denunciar los delitos perseguibles de oficio que conozcan en el ejercicio de sus funciones, con algunas salvedades previstas en esa misma norma.

Resuelve:
…
3. Aspectos específicos relativos a la Relación de Hechos

Comunicación de la Relación de Hechos.  La Auditoría Interna deberá comunicar oportunamente la Relación de Hechos, mediante nota formal acompañada del legajo de prueba original o copia certificada de éste, a la instancia competente para ordenar el inicio del procedimiento administrativo, conforme a  la  normativa  específica  que  le sea  aplicable. Cuando  remita el 
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legajo original, deberá conservar una copia certificada de toda la documentación.
…
3.   Aspectos específicos relativos a la denuncia penal.

3.1 Comunicación de la Denuncia Penal.  La Auditoría Interna deberá comunicar formalmente y de manera inmediata al Ministerio Público la Denuncia Penal, adjuntando el legajo de prueba original o copia certificada de éste. Se exceptúan los casos en los que, en razón de la inmediatez de la consumación del delito, el interés público se vea gravemente comprometido, situación en la cual la Denuncia Penal se presentará verbalmente de conformidad con el ordenamiento aplicable. Cuando remita el legajo original, deberá conservar una copia certificada de toda la documentación.

SE ACUERDA:

a. Acoger en todos sus extremos la “Relación de hechos por presunta falta de atención para ordenar acciones tendientes a  poner en práctica recomendaciones giradas por la Auditoría Interna, según memorando AUDI/F-023-2004 del 22 de octubre del 2004”, referida al MSc. Eugenio Trejos Benavides, en su condición de Rector del Instituto Tecnológico de Costa Rica, remitida al Dr. Dagoberto Arias Aguilar, Presidente a.i. del Consejo Institucional, el Lic. Isidro Álvarez Salazar, Auditor Interno, el 19 de noviembre del 2008, mediante oficio AUDI-304-2008.

b. Prevenir a todos los integrantes del Consejo Institucional, así como a los demás funcionarios de esta dependencia, que están en la obligación de velar por mantener la confidencialidad de toda la información y diligencias relacionadas con las actuaciones contenidas en la “Relación de hechos” por presunta falta de atención para ordenar la implementación de las  recomendaciones giradas por la Auditoría Interna, referida al MSc. Eugenio Trejos Benavides, en su condición de Rector del Instituto Tecnológico de Costa Rica.

c. Trasladar las gestiones relacionadas con el presente caso ante la Asamblea Institucional Representativa, en su condición de superior jerarca disciplinario del Rector.

El Consejo Institucional traslada la presente gestión para que dicha Asamblea formalice las siguientes acciones:
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i. Proceda, como en derecho corresponde, en lo que respecta al MSc. Eugenio Trejos Benavides y a los alcances de la investigación preliminar referida a los hechos expuestos en la “Relación de hechos” remitida por la Auditoría Interna.

ii. Realice una averiguación que conduzca a obtener la verdad real de los hechos, en observancia estricta del debido proceso legal, cuidando los plazos de prescripción que cuentan con su correlativa sanción en caso de ser inobservados.

iii. Inicie las acciones civiles, penales y/o administrativas necesarias para resarcir los presuntos daños y perjuicios causados a la Administración, en estricto apego a la normativa vigente atinente al caso.



Este acuerdo y el expediente completo de este caso, debidamente foliado, que se encuentra en poder del Consejo Institucional se remitirá al Directorio de la Asamblea Institucional Representativa una vez que se hayan cumplido las siguientes dos condiciones:

· Este acuerdo haya adquirido firmeza.
· Se hayan cumplido los plazos dispuestos por ley para interponer los recursos administrativos que corresponda.

d. Comunicar al MSc. Eugenio Trejos Benavides que, contra los acuerdos tomados por el Consejo Institucional cabe el recurso de revocatoria solo, o conjuntamente con el de apelación, dentro de los tres días hábiles siguientes al de la comunicación formal o notificación del acuerdo.

e. Comunicar.  ACUERDO FIRME




BSS/apmc

ci.   Secretaría del Consejo Institucional
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